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Exp. 296/2022-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 296/2022-2
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS Y DIRECTOR DE DEPARTAMENTO DE OBRAS PÚBLICAS; AMBAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SANTA MARÍA DEL RÍO, S.L.P.

MAGISTRADO:

          MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a tres de junio de dos mil veinticuatro.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 296/2022-2 promovido por el C. **********en su carácter de apoderado legal de la persona moral **********contra actos emitidos por la Dirección de Obras Públicas y Director de Departamento de Obras Públicas, ambas autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinte de abril de dos mil veintidós, el C. **********en su carácter de apoderado legal de la persona moral **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Dirección de Obras Públicas y Director de Departamento de Obras Públicas, ambas autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., y por los actos que a continuación se precisan:
“1) Resolución de fecha 18 de marzo de 2022, emitida por el Ing. **********, Director de Obras Públicas del Municipio de Santa María del Río, a través de la cual determina un adeudo en contra de mi representada por la cantidad de $**********.
2) El pago por la cantidad de $********** efectuado a través de la Tesorería Municipal de Santa María del Río a favor del Departamento de Obras Públicas, por concepto de Licencia de Cambio de Uso de Suelo y Gastos de Ejecución.”

II.- Por auto de fecha veintisiete de abril de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado con las copias simples del escrito inicial a las autoridades demandadas, para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con los que se encontraran relacionados, apercibidas que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo.

III.- Por auto de fecha cuatro de julio de dos mil veintidós, se tuvo al Ingeniero **********, en su carácter de Director General de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:

A la actora se le tuvo por admitida la documental consistente en:

1.- Copias certificadas de la escritura pública número **********  del volumen ********** libro **********del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en el Estado de Sinaloa, con la cuales acredita la personalidad con la que comparece.
2.- Copia Certificada del contrato de arrendamiento de fecha quince de enero de dos mil quince. 

3.- Licencia de uso de suelo número ********** de fecha veinticuatro de marzo de dos mil diecisiete. 

4.- Licencia de uso de suelo número **********de fecha **********. 

5.- Tres licencias municipales con número **********. 

6.- Recibo de entero ********** de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintidós emitido por la Tesorería Municipal de Santa María del Río, S.L.P.
7.- Recibo de entero ********** de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintidós emitido por la Tesorería Municipal de Santa María del Río, S.L.P.
8.- Licencia de Uso de Suelo ********** expedida el veintitrés de febrero de dos mil veintidós.

9.- Resolución de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós emitida por el Director de Obras Públicas de Santa María del Río, S.L.P., (acto impugnado). 

10.- Recibo de entero ********** de fecha veinticinco de marzo de dos mil veintidós emitido por la Tesorería Municipal de Santa María del Río, S.L.P.

11.- Factura ********** de fecha veinticinco de marzo de dos mil veintidós, emitida por el municipio de Santa María del Río, S.L.P.

12.- Licencia de Cambio de Uso de Suelo número **********, de fecha veinticinco de marzo de dos mil veintidós.

13.- Instrumental de Actuaciones.
14.- Por otra parte, respecto a la documental que ofreció  la persona moral actora en el punto 13 del capítulo de pruebas de su demanda, que detalla como: “EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, conformado por todas las documentales públicas y privadas que se haya tomado en consideración para la determinación del adeudo, mismo que deberá de exhibir la autoridad demandada…”; al respecto, se le dijo, que a fin de que este Tribunal estuviera en aptitud de solicitar a la autoridad demandada la exhibición de dicha prueba documental; se requirió a la persona moral actora, para que exhibiera el escrito mediante el cual justificara, que previo a la presentación de su demanda, solicitó dicho expediente administrativo, ante la demandada en este juicio; apercibida que en caso de no hacerlo en el plazo concedido traería como consecuencia el desechamiento de la prueba correspondiente.

A la autoridad demandada, Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., se le tuvo por ofrecidas y admitidas:

1.- Confesional expresa.

2.- Instrumental de Actuaciones.
3.- La presuncional legal y humana.

IV.- Por auto de fecha veintiséis de enero de dos mil veintitrés, se advirtió que la persona moral actora, no dio cumplimiento al requerimiento ordenado dentro del término concedido en el acuerdo dictado el cuatro de julio de dos mil veintidós, por lo que se le tuvo por desechada la prueba documental que detalla en el punto trece del capítulo pruebas de su escrito de demanda.

Por último se señalaron las diez horas del veinticuatro de febrero de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, haciéndose constar la inasistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos,  se tuvieron  por no formulados por ninguna de las partes.  Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

VI.- Por auto de fecha veintitrés de mayo de dos mil veintitrés, se advirtió que por proveído dictado el veintisiete de abril de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda presentada por la persona moral actora, no obstante se omitió requerir al representante legal de la parte actora por la exhibición del acto impugnado consistente en la resolución de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós emitida por el Director de Obras Públicas del Municipio de Santa María del Río, a través de la cual determina un adeudo de ciento veintidós mil pesos; por lo que se ordenó la regularización del procedimiento para el efecto de que en el plazo de cinco días exhibiera dicha resolución.

VII.- Por auto de fecha cuatro de septiembre de dos mil veintitrés, se tuvo a la parte actora por acompañando la resolución impugnada, por lo que se ordenó dar vista a la autoridad demandada para que manifestara lo que a sus intereses conviniera.
VIII.- Por auto de fecha dos de octubre de dos mil veintitrés, se tuvo a la autoridad demandada por no realizando manifestación alguna respecto del acto impugnado.

Por otra parte, se señalaron las nueve horas del treinta de octubre de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IX.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, haciéndose constar la inasistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos, se tuvieron  por no formulados por ninguna de las partes.  Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió anexa a su demanda copia del recibo de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós, por la cantidad de $**********.) expedido por la Dirección de Obras Públicas del Municipio de Santa María del Río de San Luis Potosí, mismo que obra agregado a foja 129 del expediente en que se actúa, al cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haber sido objetado por la contraparte, por lo contrario, fue reconocida su emisión.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta al C. **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral **********, acredito su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número **********del volumen tercero, libro **********, del protocolo del notario público número ********** de Culiacán Sinaloa, documento visible a fojas 16 a la 31 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que el compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio. 
Así mismo acreditó su interés jurídico conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, al obrar en autos los actos impugnados, mismos que se encuentran dirigidos a la persona moral actora; documentales que obran a fojas 60 y 129 del expediente en el que se actúa.

Tocante a la autoridad demandada el C. Ingeniero **********, en su carácter de Director General de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., quien para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento expedido por el Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., de fecha cuatro de octubre de dos mil veintiuno, el cual obra agregado a foja 101 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En principio, del estudio oficioso que practica esta Segunda Sala Unitaria, se advierte que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción XI, y 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracciones I y XVIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, cuyo tenor es el siguiente: 

CODIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

XII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.”

“ARTICULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

…”
LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

(…)

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”

Ello se estima así, toda vez que de la lectura integral de la demanda de nulidad se advierte que el actor hizo consistir como acto administrativo impugnado el siguiente:

“1) Resolución de fecha 18 de marzo de 2022, emitida por el Ing. **********, Director de Obras Públicas del Municipio de Santa María del Río, a través de la cual determina un adeudo en contra de mi representada por la cantidad de $**********.
2) El pago por la cantidad de $********** efectuado a través de la Tesorería Municipal de Santa María del Río a favor del Departamento de Obras Públicas, por concepto de Licencia de Cambio de Uso de Suelo y Gastos de Ejecución.”

En primer término, se debe de manifestar que la parte actora controvierte la resolución de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós emitida por el Director de Obras Públicas del Municipio de Santa María del Río, a través de la cual se determina un adeudo en contra de su representada por la cantidad de $**********(**********); y por otra el pago que realizó con referencia al mismo, documentales que obran a fojas 60 y 129 del expediente en el que se actúa, mismas que hacen prueba plena de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I
 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, las cuales se digitalizan a continuación:
DIGITALIZACIÓN
De los documentos anteriormente digitalizados se desprende lo siguiente:

a) Un presupuesto de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós, emitido por la Dirección de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P.,  dirigido a la persona moral actora por concepto de licencia de cambio de uso de suelo, por la cantidad de **********, documental que obra a foja 129 del expediente en el que se actúa;

b)  Recibo de entero número **********, por la cantidad  de $**********, de fecha veinticinco de marzo de dos mil veintidós, expedido por la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., a nombre de la persona moral actora, documental que obra a foja 60 del expediente en el que se actúa.

Con base en las consideraciones expuestas; esta Sala Unitaria concluye que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción XI, y 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracciones I y XVIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el presupuesto de una licencia de uso de suelo, y su posterior pago, no constituye un acto de autoridad recurrible en virtud de las siguientes consideraciones:

La parte actora manifiesta en su capítulo de hechos lo siguiente:

VI.-HECHOS

(…)

8.- El día 25 de marzo de 2022, personal adscrito a la Dirección de Obras Públicas hizo del conocimiento de mi representada la resolución de fecha 18 de marzo de 2022, emitida por el Ing. **********, Director de Obras Públicas de Santa María del Río, en el cual se determina en contra de mi representada un adeudo por la cantidad de $********** por concepto de Licencia de Cambio de Suelo de Suelo (sic) y Gastos de Ejecución, respecto del cual se niega lisa y llanamente que hayan levantado acta de notificación que cumpla con las formalidades previstas en la ley.

(…)

9.- El día 25 de marzo de 2022, la Tesorería del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí, emitió el Recibo de Entero **********, a favor del Departamento: Obras Públicas, por concepto de Derechos, Servicios de Planeación, B) Licencia de Uso de Suelo (Pago por Concepto de Cambio de Uso de Suelo), por la cantidad total de $********** respecto del particular ********** con domicilio en calle **********, el cual tiene sello de PAGADO.

(…)
Es decir, de lo anterior, se obtiene que la autoridad demandada recibió por parte de la Dirección de Obras Públicas una cotización para una Licencia de Cambio de Uso de Suelo, de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós, y es la propia persona moral actora la que acudió a realizar su pago. 

En ese sentido, la parte actora arguyó que la documental impugnada en este juicio de nulidad es solamente un recibo informativo del pago de Licencia de Cambio de Uso de Suelo.
Motivo por el cual, es de considerarse que en dicha documental en donde consta el acto impugnado por la parte actora, fue expedida en carácter estrictamente informativo, es decir, en donde le hace del conocimiento el pago de Licencia de Cambio de Uso de Suelo;  el cual la persona moral actora realizó su pago, sin que hubiera ningún tipo de requerimiento por parte de la autoridad demandada. 
Es decir, en ningún momento manifiesta la parte actora que la autoridad demandada le haya notificado algún tipo de requerimiento, o realizado el procedimiento administrativo de ejecución para que en ese momento se efectuará el pago para la Licencia de Cambio de Uso de Suelo.  

Por esto, el oficio impugnado emitido el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, no puede constituir un documento de cobro mediante el cual se esté exigiendo a la parte actora el cumplimiento del pago de Licencia de cambio de uso de suelo, ya que para que se pueda considerar como un acto de autoridad recurrible, debe de cumplir con la determinación de un crédito fiscal, tal y como se establece en los artículos 18, 67 y 46 del Código Fiscal del Estado, los cuales establecen lo siguiente:

“ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.”

“ARTICULO 67.- Las autoridades fiscales, podrán determinar los créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuando éstos no hayan cumplido con su obligación o cuando por ley les corresponda hacer esta determinación.

…”

“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: 

I. Constar por escrito; 

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación; 

III. Señalar la autoridad que lo emite; 

IV. Estar fundado y motivado; 

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y 

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”
En este orden de ideas, a la luz de las disposiciones legales transcritas, un crédito fiscal es cuando los adeudos que tengan los contribuyentes, sean determinados por las autoridades fiscales. 

Así mismo que dichos créditos fiscales, al ser notificados a los contribuyentes, deberán de estar debidamente fundados y motivados, así como expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta; ostentando el nombre y la firma del funcionario que lo emite, el cual debe de ser competente para hacerlo.

Debiendo de precisarse que para que un acto pueda ser considerado de autoridad debe satisfacer los requisitos de unilateralidad, imperatividad, impositividad y coercitividad, creando, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas que incidan en la esfera jurídica del gobernado.

Por lo que, el citado oficio informativo, no puede ser considerado por sí mismo un acto de autoridad para efectos del juicio de nulidad donde se reclama su ilegalidad, ello se estima así, ya que como se ha manifestado con anterioridad, el mismo fue expedido para hacerle del conocimiento el monto del pago que tenía que cubrir para la Licencia de Cambio de Uso de Suelo; por lo que la autoridad demandada no tiene la obligación de fundarlo y motivarlo, en atención a su propia naturaleza de cobro.
Motivo por el cual es de considerarse que la expedición  del oficio mediante el cual el Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P., le hace del conocimiento a la persona moral actora, la Licencia de Cambio de Uso de Suelo, resulta ser una simple constancia, que acredita la cantidad a pagar, en cumplimiento de la obligación de pago a su cargo.

Sirviendo de apoyo por analogía los siguientes criterios:

Novena Época, Registro: 168248, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Diciembre de 2008, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 182/2008, Página: 294

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el recibo de pago de un tributo no constituye un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, pues lo único que acredita es la existencia de un acto de autoaplicación de la ley relativa. Asimismo, ha precisado que el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos solamente constituye el medio idóneo para acreditar el cumplimiento de la obligación correspondiente, pero no un acto de autoridad imputable a la autoridad fiscal. Conforme a lo anterior, las circunstancias particulares que hayan provocado el pago del impuesto indicado, consistentes en que al contribuyente, al acudir ante la autoridad a realizar algún trámite administrativo vinculado con la circulación del automóvil, se le haya determinado un adeudo por concepto de tenencia o uso de vehículos condicionando la prestación del servicio administrativo al pago correspondiente, en cumplimiento de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, no desnaturaliza al recibo de pago en sí mismo, convirtiéndolo en esas circunstancias en un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, sino que éste sigue conservando la naturaleza de un mero medio para acreditar el cumplimiento de la obligación tributaria. Lo anterior no implica desconocer que la negativa de la autoridad de proporcionar los servicios administrativos vinculados con la circulación de vehículos, por existir un adeudo relacionado con el impuesto aludido, así como la determinación del monto a pagar, son actos de autoridad para efectos del juicio de amparo.

De igual modo tiene aplicación analógica la jurisprudencia XXI.2o.P.A. J/8, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en la página 2481, del Tomo XXII, diciembre de 2005, Novena Época, que a la letra dice:

"TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO QUE ACREDITA SU ENTERO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE IMPUGNA EL ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY RELATIVA. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis número 1a. XXXVI/98, publicada en la página 237, del Tomo VIII, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de septiembre de 1998, de rubro: ‘LEYES O REGLAMENTOS, AMPARO CONTRA, CUANDO EL ACTO DE APLICACIÓN SE COMBATE POR VICIOS PROPIOS.’, estableció el criterio consistente en que la vinculación en el estudio de una ley en relación con su acto de aplicación, se da cuando la inconstitucionalidad de dicho acto no se reclama por vicios propios, en ese sentido, se entiende que sólo se hace derivar de la ley impugnada; empero, si en una demanda de amparo se impugna la inconstitucionalidad de una ley, y al mismo tiempo los actos de aplicación se combaten por vicios propios, el juzgador (salvo que conceda el amparo respecto de esa ley o reglamento) está obligado a estudiar y resolver sobre el fondo de la cuestión de legalidad planteada, pues la decisión que se tome en relación con el estudio de fondo de dicho acto de aplicación, ya no guarda vinculación alguna con el ordenamiento legal impugnado, porque la concesión o no del amparo solicitado contra esos vicios propios, no trae como consecuencia la de la ley o reglamento cuyo estudio, en esas circunstancias, se encuentra desvinculado. Por otro lado, la interpretación que en jurisprudencia definida también ese Alto Tribunal del país ha dado al artículo 4o. de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, consiste en que si bien el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos y derechos por servicios de control vehicular, es el medio idóneo por el cual se puede comprobar el pago del impuesto, no representa el producto final de la manifestación de la autoridad administrativa, sino simplemente acredita el cumplimiento de la obligación tributaria a cargo de los contribuyentes; sin que sea óbice, el hecho de que el recibo de pago se sustente en una propuesta de declaración, porque dicha propuesta sólo tiene como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales por parte de los particulares. De ahí que, la declaración-recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos y expedido por la administración fiscal estatal, no puede considerase por sí mismo, un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo donde se impugna tal acto de aplicación de la ley, por vicios propios, y por lo mismo, no se encuentra sujeto al cumplimiento de los requisitos formales de fundamentación y motivación que para su legalidad exige el artículo 16 de la Constitución Federal, porque no fue emitido por la autoridad en ejercicio de las facultades decisorias que les están atribuidas en la ley, que constituyen una potestad administrativa y se traduzca, por tanto, en un verdadero acto de autoridad, puesto que, en atención a su propia naturaleza, el recibo de pago cuestionado únicamente tiene el carácter de documento idóneo para comprobar el cumplimiento de la obligación tributaria, ya que no se trata de un acto unilateral a través del cual la autoridad señalada como responsable ejecutora, crea, modifica o extingue por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular, sino que fue el propio quejoso quien de manera voluntaria pagó el impuesto contenido en él, colocándose por sí mismo en los supuestos previstos en la norma que a la postre reclamó de inconstitucional."

Así mismo tiene aplicación por analogía la jurisprudencia que enseguida se transcribe:

Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Diciembre de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 193/2004, Página: 554

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS Y DERECHOS POR SERVICIOS DE CONTROL VEHICULAR. EL RECIBO QUE ACREDITA SU ENTERO NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa prevé que este órgano conocerá de los juicios promovidos contra resoluciones definitivas que, entre otras cuestiones, determinen la existencia de una obligación fiscal; fijen en cantidad líquida o den las bases para una liquidación; nieguen la devolución de un ingreso regulado por el Código Fiscal de la Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales; impongan multas por infracción a las normas administrativas federales o causen un agravio en materia fiscal distinto a los anteriores. Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis aislada 2a. X/2003, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, febrero de 2003, página 336, con el rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS’. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.", sostuvo que el concepto "resoluciones definitivas" a que hace referencia el mencionado artículo 11 abarca no sólo aquellas resoluciones que no admitan recurso o admitiéndolo éste sea optativo, sino también las que reflejen el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento; o bien, como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. En tal virtud, si el artículo 4o. de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos sólo establece que los contribuyentes del impuesto comprobarán su pago con la copia de la forma mediante la cual lo efectuaron, se pone de manifiesto que el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos y derechos por servicios de control vehicular no constituye una resolución definitiva impugnable ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, sino simplemente es el cumplimiento de la obligación tributaria a cargo del contribuyente, cuyo monto puede o no coincidir con el contenido de la propuesta de declaración que al efecto emita la autoridad hacendaria, pues siempre existe la posibilidad de que se pague una cantidad mayor o menor a ese monto, o bien, que en los casos en que no se cuente con dicha propuesta se autodetermine el monto del impuesto a pagar, supuestos en los cuales se evidencia que la autoridad no ha manifestado su última voluntad en relación con el cumplimiento de esas obligaciones tributarias, por lo que cuando el juicio contencioso administrativo se promueva contra el recibo de pago que contiene esas contribuciones resulta improcedente y debe sobreseerse de conformidad con la fracción II del artículo 202, en relación con la fracción II del diverso numeral 203, ambos del Código Fiscal de la Federación.


De lo anterior y contrario a lo aducido por la parte actora, no existe sustento jurídico para poder entrar al fondo del asunto, toda vez que, en el caso a estudio, el acto reclamado no fue emitido por la autoridad en ejercicio de las facultades decisorias que les están atribuidas en la ley, que constituyen una potestad administrativa, y se traduzcan, por tanto, en un recurrible acto de autoridad, cuenta habida que en atención a su propia naturaleza, solamente se trata de un oficio que es emitido  por  el Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., y en donde hace del conocimiento el costo de la Licencia de Cambio de Uso de Suelo.

Por otra parte, se debe de manifestar que la propia persona moral actora, es la que manifiesta que acudió a realizar el pago de dicha cotización, el día veinticinco de marzo de dos mil veintidós, en donde la Tesorería del Municipio de Santa María del Río, S.L.P., emitió el recibo de entero **********, a favor del Departamento de Obras Públicas por la cantidad de $**********).
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º fracciones I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 217, 229 fracción V, y 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento del presente juicio, de acuerdo a las razones vertidas en el considerando CUARTO, de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por correo electrónico a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: 


I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y
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